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Acta Nº  163 de abril 28 de 2009
Decide la Sala el recurso de apelación que la parte demandante interpuso contra la sentencia dictada el 7 de abril de 2008 por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, en este proceso ordinario que Gloria Cristina Chica Gómez le promovió a Armando Rugeles Otero. 

1.
ANTECEDENTES

Pidió la demandante que se declarara civilmente responsables de las lesiones y daños causados en su cuerpo a Armando Rugeles Otero y Francisco Luis Márquez Preciado y se les condenara a pagarle los perjuicios materiales (daño emergente y lucro cesante) y los morales de allí derivados, cada uno de los cuales cuantificó. 

   



Con tal fin dijo que en el mes de diciembre de 2003 fue intervenida quirúrgicamente por los demandados en la clínica Clinilasser de Pereira para realizarse una mamoplastia de aumento de volumen de los senos, previa remisión que le hizo Ricardo Luna, supuesto médico que fue luego capturado por no ser realmente un profesional de la salud; que el resultado del procedimiento fue desastroso y antiestético, porque se implantaron unas prótesis de mayor tamaño al elegido por ella y al recomendado para su contextura física, además de que fueron puestas de manera incorrecta, pues por efectos de la cirugía la parte voluminosa de las mamas comenzaba desde la clavícula, así que quedó una gran cantidad de piel del seño sobrante, lo que estéticamente es inaceptable.

   



Siguió diciendo que se vio afectada física y sicológicamente y así se lo expuso a los médicos que la intervinieron, quienes le ofrecieron practicar una “Pexia Mamaria”, y lo hicieron en junio de 2004, pero el resultado tampoco fue el esperado porque se hizo más evidente la diferencia de tamaño entre las mamas y no se corrigió el defecto de la piel sobrante; pocos días después la mama derecha empezó a supurar y se abrió completamente por donde habían suturado; los médicos volvieron a cerrar, pero los senos quedaron totalmente desfigurados y muy grandes para su contextura, porque no quisieron cambiar las prótesis. Así, pues, tuvo que soportar la desfiguración de su cuerpo hasta que en el mes de junio de 2005 se empezó a inflamar descontroladamente el seno derecho, lo que le causó altas fiebres e intenso dolor y al acudir al médico, doctor Armando Rugeles, salió con evasivas y luego se negó a contestar sus llamadas. 

  



Ante esa actitud, dice, y como su EPS no la atendió, se puso en manos del doctor Gustavo Echeverry de la Roche, por su propia cuenta, y este galeno le ordenó una mamografía que dio como resultado un serosa o extracción capsular de prótesis, que tuvo que ser corregida de inmediato mediante una cirugía realizada el 10 de junio de 2005.  En ese procedimiento se constató que la prótesis derecha estaba totalmente destruida y en el resultado del cultivo se encontraron colonias de estafilococo epidermis, lo que indica una infección, todo lo cual fue conceptuado por el médico. Es decir, que no se trató de una pequeña complicación de la cirugía, sino de una mal realizada, asimétrica, que desproporcionó su cuerpo por una mala práctica médica.    

   



Los costos de esta nueva intervención y todo lo que hubo alrededor de ella fueron asumidos por la demandante, quien para la fecha de la mamoplastia se desempeñaba como secretaria y en labores de telemercadeo en la Clínica de Estética Tamara, a órdenes del supuesto médico Ricardo Luna; además de su asignación mensual recibía un 10% de las ganancias como comisión por los clientes que ella contactaba, comisión que nunca le fue pagada y en su lugar se le ofreció la cirugía, razón que llevó al doctor Rugeles a decirle que no tenía ninguna responsabilidad pues era un favor que estaba haciendo. 

  



Terminó reiterando los perjuicios que se le causaron, tanto materiales como morales. 

2.  
TRÁMITE
Se admitió la demanda y se dispuso el traslado pertinente. Los demandados, asesorados por la misma profesional, dieron respuesta. Después de referirse a los hechos y a las pretensiones, propusieron las excepciones que nominaron inexistencia de nexo causal entre la conducta del médico y la complicación sufrida por la paciente, inexistencia de culpa, causa extraña y la mal denominada “genérica”. 

Antes de la audiencia prevista en el artículo 101 del C.P.C. la demandante desistió de la demanda respecto del codemandado Francisco  Márquez; ese trámite se desenvolvió sin más novedad que la terminación del proceso respecto de este demandado; se decretaron las pruebas y fueron practicadas en la medida de la gestión de las partes buena parte de las decretadas. Alegaron de conclusión los apoderados de las partes, e hicieron énfasis, el de la actora, en que se causaron los perjuicios que se reclaman y en que el abandono del médico de su paciente es reprochable; y la del demandado, en que los implantes fueron iguales y su tamaño acordado con la paciente; recordó los procedimientos a que fue sometida la demandante y se refirió a las pruebas para concluir que no se demostraron los perjuicios que se reclaman y no se dan los presupuestos de la responsabilidad que se le endilga. 

Dictó sentencia el juzgado adversa a las pretensiones de la actora.  Después de aludir a la responsabilidad del médico, analizó las pruebas recolectadas, particularmente el dictamen pericial, los testimonios técnicos y la literatura científica allegada, y concluyó que no hubo culpa en el demandado respecto de las complicaciones que le sobrevinieron a Gloria Cristina Chica, así que la acción resultaba frustránea porque de acuerdo con el artículo 16 de la Ley 23 de 1981 la responsabilidad del médico por reacciones adversas, inmediatas o tardías, producidas por efectos del tratamiento, no irá más allá del riesgo previsto. 

Inconforme la demandante, apeló la sentencia y sustentó el recurso en algunos puntos que, en resumen, dicen que la paciente quedó en un peor estado estético después de la cirugía practicada, el procedimiento operatorio no fue normal y diligente, pues hubo muchas falencias y faltas de técnica y la paciente fue prácticamente abandonada; no se trata de una simple complicación normal, sino que hubo negligencia y omisión por parte de los galenos; la paciente no estaba enferma, lo que quería era mejorar la estética de sus senos, pero ella desmejoró notablemente, todo lo cual desarrolló a continuación con apoyo en doctrina y jurisprudencia. Terminó señalando que la cirugía estética es de resultado y en este caso el mismo fue desastroso.

Recibidos los autos en esta sede y surtido el trámite, se pronunció el demandado en términos similares a los de su alegato de conclusión y pidió que se confirmara el fallo.

3. CONSIDERACIONES.
  



Concurren los presupuestos procesales, no hay causales de nulidad que hagan decaer lo actuado y las partes están legitimadas en la causa, como paciente y médico que fueron demandante y demandado en el proceso a que aquella se sometió y que dio lugar a esta demanda. 
Es doctrina reiterada que en la responsabilidad civil médica, ya contractual, ora extracontractual, impera el criterio de la culpa probada a menos que el médico hubiese asumido una obligación determinada o prometido un resultado, dado que se trata de una obligación de medio.

Es decir, que en estas materias no puede hablarse de una responsabilidad objetiva, porque no es posible presumir la culpa, lo que se traduce, necesariamente, en que es carga de quien demanda la reparación de un perjuicio probarla, salvo, claro está, cuando el médico promete un determinado resultado y no se obtiene, en cuyo caso la obligación pasa a ser de ese tipo y, por tanto, la culpa se presumirá.

Lo dicho permite responder, de una vez, el primero de los argumentos de la recurrente en el sentido de que la obligación del médico en la cirugía estética es de resultado. Esa afirmación así, sin más, no es válida, porque para que adquiera esa connotación se requiere que el profesional se hubiese comprometido a ello; de lo contrario, la responsabilidad sigue siendo de medio:
“En cuanto a la cirugía denominada estética, expresó la Corte en la sentencia indicada 
: “por lo que a la cirugía estética se refiere, o sea, cuando el fin buscado con la intervención es la corrección de un defecto físico, pueden darse situaciones diversas que asimismo tendrán consecuencias diversas respecto de la responsabilidad del cirujano. Así las cosas, deberá establecerse cuál fue la obligación que contrajo el cirujano con el paciente, para deducir si el fracaso de su operación lo hace o no responsable. Cuando en el contrato hubiere asegurado un determinado resultado, si no lo obtiene será culpable y tendrá qué indemnizar a la víctima, salvo que se den los casos de exoneración previamente mencionados de fuerza mayor, caso fortuito o culpa de la perjudicada. Pero, si tal resultado no se ha asegurado expresamente, cuando no se alcanza, el médico quedará sujeto a las reglas generales sobre la culpa o ausencia de esta”. 

Por ello es necesario, en cada caso, analizar el acuerdo de voluntades entre el médico y el usuario, con el fin de establecer si aquel excedió el marco de las obligaciones que regularmente le incumben, en el marco de la ley de ética médica y prometió un resultado que luego no pudo cumplir, momento de partida para definir el presente asunto, antes de abordar los elementos mismos de la responsabilidad. 

Relativamente a este punto, se tiene que probar los términos del contrato celebrado y, concretamente, que hubo un compromiso expreso del médico sobre el resultado de la cirugía, era carga de la demandante. Pero está claro que en el proceso no reposa documento alguno que dé cuenta del mismo, lo que daría pie para concluir que no hubo tal promesa. Es más, en la demanda nunca se afirmó que a la demandante se le hubiese asegurado un resultado y, por tanto, tampoco el demandado pudo haber aceptado ese hecho. 

Sin embargo, para ratificar que ello no ocurrió, puede acudirse a los documentos que reposan a folios 4 y 7 del cuaderno 4, tomados de la historia clínica de la demandante, en los que, además de referir que recibió toda la información requerida, se le explicó sobre el “posible” resultado, sujeto a variaciones, por las condiciones individuales.  No se aseguró, pues, que ese sería el resultado, sino que podría ser, lo que constituye apenas un álea. 

De manera que si no existe el contrato que dé cuenta de un compromiso determinado y de estos escritos tampoco se deduce, y ya que no se aportaron pruebas diferentes para demostrarlo, la obligación sigue siendo de medio y no de resultado, es decir, que la carga de la prueba de la culpa del galeno recae en la demandante.  

Definido lo anterior, se encuentra que la responsabilidad civil del médico no escapa a las previsiones generales de toda responsabilidad, en la medida en que debe demostrarse un hecho culposo, un daño y un nexo causal entre uno y otro. 

En el caso de ahora se discute que Gloria Cristina Chica Gómez se sometió a una cirugía estética (hecho) que fue mal practicada por Armando Rugeles Otero ya que no atendió los procedimientos y las técnicas aconsejables en ese tipo de procedimientos (culpa) y eso le causó perjuicios materiales y morales que sólo se repararon con una nueva intervención (daño y nexo causal).

Sobre lo primero no hay discusión, pues se sabe que en el mes de diciembre de 2003 Gloria Cristina firmó una autorización para una mamoplastia de aumento (f. 8, c. 4), que luego fue necesaria, en el mes de marzo de 2004, una nueva intervención para que le realizaran una maxtopexia debido a algunas complicaciones que se presentaron, realizada por el mismo demandado (f. 4 a 7, c. 4).  Finalmente, a mediados del 2005, fue sometida, esta vez por un facultativo distinto, a una cirugía ocasionada por “seroma o extraccción capsular de prótesis” en la que se constató que la prótesis derecha estaba totalmente destruida y en el resultado del cultivo se encontraron colonias de estafilococo epidermis, que indicaban infección.  

De donde deduce que se trató de una cirugía -la inicial y su corrección- “totalmente mal hecha, asimétrica, que lógicamente desproporcionó el cuerpo de la paciente, es decir, hubo una mala práctica médica, que llevó a unos resultados verdaderamente desastrosos en el tema estético…” 

Y es en estos aspectos en los que se insiste en la sustentación del recurso: (i) que el objetivo del contrato era mejorar la estética de los senos pero ocurrió todo lo contrario y por eso tuvo que someterse a una nueva cirugía; y (ii) que en la primera intervención hubo evidencias antiestéticas como cicatrices y un seno más grande que el otro. 
Pues bien, la Ley 23 de 1981, de Ética Médica, señala que la medicina es una profesión que tiene como fin cuidar de la salud del hombre y propender por la prevención de las enfermedades, el perfeccionamiento de la especie humana y el mejoramiento de los patrones de vida de la colectividad, sin distingos de nacionalidad, ni de orden económico-social, racial, político y religioso.  Y le impone al médico estudiar al paciente, como persona que es, en relación con su entorno, con el fin de diagnosticar la enfermedad y sus características individuales y ambientales, y adoptar las medidas, curativas y de rehabilitación correspondiente. 
Dicho en otros términos, es deber del profesional de la medicina actuar diligentemente y con cuidado siempre que atienda o le preste un servicio determinado a un paciente, con miras a asegurar su curación o su mejoría; de manera que como esa es una obligación de medio, no de resultado, en caso de no obtener el que se espera sólo se le puede atribuir responsabilidad en la medida en que se demuestre que incurrió en culpa por haber desatendido aquellos deberes, ya porque abandonó al paciente, ora porque no aplicó los conocimientos debidos al caso o el tratamiento pertinente. 

Pero, a decir verdad, razón tuvo el juez de primera instancia cuando concluyó que el doctor Armando Rugeles Otero no actuó con culpa en este caso concreto.  Y ello es así, porque la prueba mirada en su conjunto, particularmente la que tiene visos técnicos, permite dilucidar su actuación. 

Por un lado, quien fuera compañero de quirófano del demandado, Dr. Francisco Luis Márquez, dijo en esencia que en las dos intervenciones por ellos realizadas a la paciente se observaron los protocolos adecuados, se hizo el implante en la primera de ellas de prótesis de similar tamaño y las complicaciones que pudieran haberse derivado son de aquellas que se pueden dar regularmente en intervenciones semejantes, pero no se deben a culpa alguna del médico, sino a otros factores; que la ruptura de una prótesis de estas puede obedecer a diferentes causas; que el estiramiento de la piel y el seno colgante se deben al desplazamiento de la prótesis, no a una indebida intervención. 

Más allá de ese testimonio, que por las circunstancias del mismo deponente frente al proceso y frente a la demandante pudiera pensarse que es parcializado, está el del especialista que en el año 2005 trató a Gloria Cristina Chica Gómez; se trata del cirujano plástico Gustavo Echeverry de la Roche quien de manera prolija explicó lo que percibió del procedimiento anterior al que ella había sido sometida y el que a él le correspondió. Empezó por decir que cuando la demandante lo consultó sospechó que había aumento de volumen líquido en uno de sus senos con una probable causa de ruptura de prótesis y que llevada a cirugía efectivamente se extrajo una prótesis rota y se tomaron muestras para cultivo del líquido encontrado, se limpió la cavidad en ambos lados, se cambiaron las prótesis, se organizaron las cicatrices y hubo buena evolución; señaló que a ella le habían realizado una mamoplastia de aumento y posteriormente una mastopexia que ocurre cuando hay que levantar el complejo de la areola y el pezón a una posición más natural; agregó, al preguntársele si el problema que avistó en la paciente podía surgir de su problema normal de cicatrización, que su complicación era el agrandamiento del seno porque con él las cicatrices se dilatan y eso es secundario; señaló, sobre las causas de ese agrandamiento que era un aumento del líquido como reacción a la ruptura de la prótesis, pero la causa de esa ruptura es difícil definirla porque pueden ser muchas, tanto que no son infrecuentes; dijo que una de las causas pudo ser que en la segunda cirugía se lastimara la prótesis pero el cirujano en ese momento no se percata.

Precisó el testigo, además, que al revisar a la paciente en el primer momento y con vista en el seno contralateral “se diría que la cirugía estaba realizada en forma adecuada, los implantes en su sitio y la pexia estaba bien realizada. Normalmente la mastopexia deja cicatrices alrededor de la areola hacía abajo y en la base del seno usualmente con el tiempo se dilatan un poco y se hacen más notorias”. Aseguró que las prótesis retiradas eran ambas del mismo volumen y de la misma casa comercial y que no es frecuente lograr una simetría perfecta porque es alto el índice de mujeres cuyos senos y tórax son diferentes; en relación con las cicatrices dijo que cuando se hace una mastopexia tampoco es infrecuente que haya zonas de ulceración en la herida, lo que es causado por la tensión que se genera en la piel al tratar de acomodar “todo el peso del seno con la piel y la sutura con tensión y la tensión es dura para la cicatrización de los tejidos”. También explicó que para la realización de la segunda intervención a la paciente no era necesario el cambio de las prótesis, porque cuando se abre una sutura es a nivel superficial, lo que puede ocurrir a veces porque hay mucha tensión en la piel y se disminuye la vascularización. Mencionó que la última cirugía realizada a la paciente era necesaria porque de lo contrario su estética se afectaría irremediablemente y que el hecho de que para el momento de su intervención el seno derecho partiera desde la clavícula obedecía al aumento de volumen dentro del mismo que templa los tejidos. Insistió en que una mastopexia siempre lleva cicatrices visibles y que incluso un cirujano meticuloso, a pesar de su técnica pulcra o depurada puede dejar cicatrices feas por la forma en que el cuerpo reacciona, y su hubo “dehiscencia de sutura la cicatrización se hace más fea, porque muchas veces requieren que cierren por segunda intensión, o sea que cierren sola a punta de curaciones” (sic). 

En sus respuestas mencionó también que las cicatrices que las fotos revelan en el seno izquierdo son normales a este tipo de procedimientos; volvió a señalar que la ruptura de una prótesis puede provenir de la falta de técnica por parte del cirujano, pero no siempre es así, muchos pacientes tienen caídas o golpes que no confiesan o hay defectos en el material utilizado porque ninguna prótesis es infalible; al revisar la historia clínica de la paciente dijo que la técnica fue la usual para estos casos.

Como si fuera poco, el dictamen pericial rendido y puesto en conocimiento de las partes sin reparo, deja ver que las cirugías realizadas a la demandante se llevaron a cabo cumpliendo los protocolos médicos debidos a este tipo de intervenciones, tanto la mamoplastia de aumento como la mastopexia y cierre de dehiscencia de herida y la que finalmente se practicó en el mes de junio de 2005; además, que todas las complicaciones que presentó la paciente, a pesar del adecuado trabajo del cirujano son probables en este tipo de intervenciones; que aunque los implantes utilizados eran nuevos y de buena calidad eso no garantiza que no se puedan romper, infectarse o producir contractura capsular o seroma.

Al responder los cuestionarios de cada una de las partes hizo énfasis en que la ruptura de una prótesis puede ser causada por varios factores, uno de ellos la manipulación durante la introducción que puede producir fractura en sus capas y facilitar el rompimiento, posibilidad implícita en el procedimiento que no es posible medirlo ni evitarla de manera absoluta; también puede ser debido a un alto grado de contractura capsular.

Estas pruebas son concluyentes para descartar los argumentos en que se sustenta el recurso porque contrario a lo que aduce la parte actora, si bien la señora Chica Gómez presentó unas complicaciones con posterioridad a las cirugías a las que fue sometida por parte del demandado Armando Rugeles Otero, ellas son probables; de otro lado, el proceder del médico, a juicio de los expertos que declararon y del perito, se ajustó plenamente a los protocolos que rigen esa clase de intervenciones, de manera que no puede aceptarse que el médico hubiera sido en este caso negligente.

Es cierto que la situación de Gloria Cristina no era la de un enfermo y que lo que buscaba era mejorar su estética; pero cuando firmó la autorización sabía, porque fue enterada de los riesgos, según quedó consignado en los documentos arriba mencionados, que las complicaciones referidas podían presentarse; y se presentaron, no por la inexperiencia del médico o su descuido, sino porque son propias de aquellos procedimientos.

Es decir, que el médico se ajustó a las reglas que la ley de ética médica le imponen frente a su paciente y, por tanto, ninguna culpa se le puede atribuir en el daño que le sobrevino a Gloria Cristina Chica Gómez, como que éste tuvo origen en causas ajenas al comportamiento mismo del galeno, con lo que se rompe el nexo causal exigido para que se configure la responsabilidad civil.

A esta conclusión no se oponen los testimonios vertidos por las personas llamadas a instancia de la demandante, que se leen en el cuaderno 2, porque no hay duda de la incidencia que la ruptura de la prótesis implantada en el seno derecho tuvo en la figura de Gloria Cristina y eso, por supuesto, tenía que causarles alarma. Pero de allí no se sigue que la aludida ruptura hubiera sido provocada por el médico o producto de su desidia, negligencia o impericia, porque como bien lo resaltaron los expertos, son múltiples las causas que pueden dar lugar a ello, una de las cuales pudo ser la manipulación en las intervenciones iniciales, pero esa circunstancia no solo no está probada, sino que al decir de ellos mismos, resulta imperceptible para el médico que practica la cirugía.

A los dos argumentos que con lo anterior quedan analizados, sumó la recurrente otro y es el abandono del médico tratante. Pero a este respecto se responde que no hay pruebas en el proceso que indiquen que después de la segunda cirugía en la que participó el demandado y particularmente para el mes de junio del año 2005, cuando la demandante se hizo valorar por un cirujano estético diferente, hubiese requerido de aquél una revisión previa para establecer las condiciones en las que se encontraba. Aunque algunos de los testigos por ella citados aludieron al tema, caso de Francia Liliana Chica Gómez (f. 24, c. 2), Luz Dary Ospina Henao (f. 39, c.2) y Clara Inés Arboleda Arboleda (f. 49, c.2), y dijeron que Gloria Cristina había llamado varias veces al doctor Rugeles Otero y éste no le respondía o le indicaba que tomara algunas pastillas, ninguna de ellas dio cuenta de la razón de la ciencia de su dicho, es decir, no precisaron cómo tuvieron conocimiento de ese hecho, como era debido hacerlo por parte del juez, pero también con la ayuda de los apoderados de las partes que intervinieron en las audiencias; esto hace pensar que supieron de las llamadas por comentarios que la misma actora les pudo hacer, y eso hace que decaiga su crédito. 

  



Por lo demás, lo que queda en evidencia es que la situación para la demandante vino a ponerse crítica más de un año después de practicadas las primeras cirugías, lo que hace pensar en la imposibilidad de atribuirle al médico culpa por no hacer un seguimiento a la paciente si durante ese tiempo no se tiene noticia de que ella lo hubiera enterado de sus afecciones.

  



De todo lo anterior se desprende que acertó el juez de primera instancia al concluir que en la actuación del demandado no se advierte culpa alguna y entre su actuar y el daño que le sobrevino por las complicaciones tantas veces referidas no hubo relación de causalidad.

 Estuvo bien entonces que negara las pretensiones y, por tanto, la sentencia será confirmada, sin que haya lugar a costas porque la demandante actuó con amparo de pobreza.
  



3.
DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia dictada el siete de abril de dos mil ocho por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, en este proceso ordinario que Gloria Cristina Chica Gómez le promovió a Armando Rugeles Otero. 

 



Sin costas.





Notifíquese





Los Magistrados





JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ
                  CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS










� Corte Suprema de Justicia, Sentencia del 26 de noviembre de 1986, G.J. Tomo CLXXXIV No. 2423, pág. 359 y ss.  En el mismo sentido se pronunció la alta Corporación en las sentencias 5507 de enero 30 de 2001, M.P. José Fernando Ramírez Gómez y 6199  de septiembre 13 de 2002, M.P. Nicolás Bechara Simancas. Además, la doctrina nacional se inclina por esta forma de ver las cosas; al respecto podrían consultarse autores como Javier Tamayo Jaramillo, Jorge Santos Ballesteros y Fernando Javier Herrera Ramírez, para citar algunos.


� SANTOS BALLESTEROS, Jorge. Instituciones de responsabilidad civil, T. II, Universidad Javeriana, Bogotá, 2005, p. 261
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